


PRESENTACIÓN

La evolución que llevó al reconocimiento de la responsabilidad del

Estado se inició con la concepción de un Estado irresponsable, cuyo

axioma era “El Rey nunca se equivoca”, para llegar hasta nuestros

días en que aceptamos, sin mayor hesitación, que el Estado debe res-

ponder por conductas que ocasionen perjuicios a sus administrados e,

internacionalmente, por aquellas obligaciones que surgen por formar

parte de la comunidad mundial.

Este progreso en la materia, que se fue consolidando en la segunda

mitad del siglo XX, fue posible en la medida en que se reconoció la

importancia del principio de la tutela judicial efectiva, factor deter-

minante para considerar que nos encontramos ante un Estado de De-

recho; concepto del cual se desprenden diversos principios generales

que han sido receptados en nuestra Constitución Nacional y que han

generado un enmallado de protección de los derechos de los adminis-

trados, como factor de interpretación y análisis en cuanto a la supre-

macía del ordenamiento constitucional.

En el Derecho Comparado se puede observar que las garantías y

derechos tutelados en las constituciones, que fueron sancionadas con

posterioridad a la culminación de la Segunda Guerra Mundial, partieron

de la base de consagrar mayores derechos a los administrados frente

al Estado, como una forma de equilibrar las relaciones entre ellos.

La importancia del derecho es lo que posibilita reconocer aquellos

principios que priman en un Estado de Derecho por sobre la norma

escrita y este motor inspirador ha sido determinante para identificar

la existencia de aquellos derechos que se definen como fundamentales,

fruto del desarrollo de la doctrina alemana que se cimentó en la in-

terpretación del artículo 19, inciso (2) de la Ley Fundamental de Bonn,
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cuando expresa que “En ningún caso un derecho fundamental podrá

ser afectado en su contenido esencial”, y en la posibilidad de poder recurrir

a la vía judicial en caso de que sus derechos sean vulnerados (4).

En  nuestro  país, los  derechos  y garantías fueron  reconocidos  y

tutelados en la Constitución con su dictado en 1853/1860, lo que ha

permitido, en forma conjunta con la evolución de la jurisprudencia de

la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la defensa de los derechos

de los administrados cuando el Estado les ocasiona un perjuicio, ya

sea por una conducta legítima, ya sea por una conducta ilegítima, y

aun sin una norma preestablecida que así lo dispusiera.

La tutela judicial efectiva es el principio cardinal cuya evolución

no sólo ha permitido el acceso pleno a la revisión judicial del máximo

tribunal, desde el leading case “Fernández Arias c/Poggio”, como ór-

gano de contralor independiente, sino también el reconocimiento de

los derechos que puedan cercenarse por las acciones y omisiones del

legislador y del Ejecutivo. Es notable que los precedentes que allanaron

el camino para un acceso pleno a la justicia hayan sido contemporáneos

al comienzo del reconocimiento de la responsabilidad del Estado. Estos

caminos se encuentran entrelazados; no se puede considerar la exis-

tencia de una responsabilidad estatal sin que la controversia pueda ser

sometida y dirimida ante un tribunal independiente.

El avance de esta disciplina surge, primeramente, con las sentencias

dictadas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación; seguidamente,

en las reformas habidas en las constituciones provinciales que la in-

corporaron y, finalmente y en esta última década, por la sanción de

leyes que la reconocen expresamente, tanto en el ámbito nacional como

provincial.

Los precedentes jurisprudenciales tuvieron por universo, en un pri-

mer paso, los casos que se ocupaban de un accionar que determinaba

la existencia de un perjuicio derivado de un accionar ilegítimo del

Estado, para luego poder expandirse a aquellos daños ocasionados por

un accionar legítimo.

Pero la razón que llevó a centrarnos en este trabajo ha sido la de

estudiar los casos en que los perjuicios se debían a una inactividad

estatal, tanto legítima como ilegítima, donde las posiciones sustentadas

por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en general, se advierten

como restrictivas para su aceptación.
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En lo que hemos denominado Parte General se estudia la evolución

de la responsabilidad del Estado para poder centrarnos en la inactividad,

entendida como la pasividad del Estado ante un deber normativo, tanto

legal como constitucionalmente impuesto, en la medida que se ocasione

un perjuicio.

Entendiendo a la  inactividad como un deber  no cumplido, este

vocablo puede ser utilizado con distintas acepciones, pero, al final,

siempre se trata de una pasividad que pueda afectar al administrado.

A los efectos de su estudio, la hemos subclasificado en formal y ma-

terial. La primera se la enfoca en el silencio administrativo en cuanto

el Estado incumple la obligación de resolver un recurso, un reclamo,

una petición. La segunda se advierte con la inobservancia del Estado

de una obligación determinada, prevista como deber normativo; es lo

que la doctrina y las normas sobre responsabilidad que se han dictado

la han denominado como “omisión”.

Dentro de la omisión, hemos anclado a su vez el estudio en dife-

rentes enfoques que consideramos trascendentes y que, por supuesto,

no agotan todas aquellas materias que configuran la inactividad estatal.

Lo importante es poderlos abordar dentro de una obra que permita

concluir cuándo un incumplimiento al deber impuesto ocasiona el deber

de reparar el perjuicio causado y cuándo no será reconocido.

Agradezco especialmente a los que me han acompañado en este

trabajo: doctores María Rosa Cilurzo, Inés E. Famá, Juan Octavio

Gauna, Vicente Kenny, Lucía Obligado, Rocío Redondo y Flo-

rencia Singla, cuyas contribuciones las considero sumamente valio-

sas y enriquecedoras para el estudio de esta disciplina.

Buenos Aires, agosto de 2025

Pedro Aberastury
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